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Los economistas han preferido, en general, utilizar el término economía de la defensa para 
referirse al entramado económico militar, aunque, para ser más precisos, también podría 
calificarse como economía de guerra, pues no cabe llamarse a engaño, todo ese entramado 
no tiene otro cometido que prepararse para hacer la guerra, ya sea defensiva con el fin de 
evitarla mediante la disuasión, argumento este utilizado por los Estados para justificar su fuerza 
militar; u ofensiva para llevar a cabo intervenciones militares en otros países. Aunque cierto es 
que la denominación de economía de guerra se utiliza solamente cuando los Estados ponen 
toda la producción económica de la nación al servicio de la guerra, como así ha ocurrido en 
todas las grandes guerras. Pero aquí se utilizará la denominación Ciclo económico 
militar o Ciclo armamentista,[1] pues resulta más apropiado para describir todo el 
conglomerado económico que rodea toda la economía militar. 

Esta denominación resulta más acertada porque el concepto de ciclo describe con mayor 
acierto el itinerario por dónde discurre la economía militar desde su nacimiento hasta su 
finalización. Este ciclo se inicia siempre de las manos del Estado con la aprobación de los 
créditos destinados al Ministerio de Defensa para el mantenimiento de las fuerzas armadas. 
Créditos que se reparten entre los salarios del personal militar, el mantenimiento de servicios, 
instalaciones e infraestructuras, la investigación y desarrollo (I+D) de nuevas armas y equipos, 
y los destinados a pagos a las industrias militares que producen y suministran las armas al 
propio Ministerio de Defensa; mientras que otra parte de su producción irá a la exportación bajo 
el control del Estado que regula el comercio de armas. 

Así, cuando se habla de economía militar con referencia al gasto militar, las fuerzas armadas, 
la I+D militar, las empresas militares, se debe prestar atención al origen de los recursos que 
alimentan todo ese ciclo, que no es otro que el presupuesto de defensa de los Estados, 
incluidas las exportaciones de armas, pues también en su inmensa mayoría son adquiridas por 
Estados y tan solo una ínfima parte pueden ser adquiridas en el mercado ilegal o por la 
población. Un Estado que financia todo el ciclo económico militar y que se retroalimenta, pues 
surge bajo el paraguas del Estado y acaba su periplo en manos del Estado. 

Un ciclo en el que también deben tenerse en cuenta todos aquellos aspectos que condicionan 
ese gasto militar, desde las políticas de seguridad y defensa del Estado, que son las que 
determinan la estrategia de defensa nacional, las directivas de defensa y el modelo de fuerzas 
armadas. Doctrinas de seguridad donde se plasman cuáles son los riesgos, los posibles 
peligros y de dónde proceden las amenazas. Estas doctrinas, llegado el caso, se disponen en 
leyes, decretos y disposiciones en el ordenamiento jurídico para regular la exportación de 
armas y su uso. Doctrinas que también determinan el modelo de fuerzas armadas y la clase de 
armamentos que se deben adquirir, así como el tipo de infraestructuras e instalaciones 
militares que serán necesarias para adecuar la defensa del territorio y las intervenciones en el 
exterior. 
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El ciclo económico contempla todo el mantenimiento y servicios necesarios a través de 
empresas privadas para que las fuerzas armadas sean operativas, y que incluye la formación 
de los militares en academias y universidades donde se les enseña estrategias y técnicas 
militares para su uso en conflictos armados. En el ciclo armamentista intervienen también las 
entidades bancarias financiando a las industrias militares en sus operaciones y venta de armas. 
Estas entidades comercializan fondos de inversión donde están presentes las grandes 
empresas de armamentos de las que además pueden ser accionistas. 

Las fuerzas armadas como medio de control económico 

La mejor manera de comprender la existencia de las fuerzas armadas y el gasto que éstas 
originan proviene de observar cómo actúan las grandes potencias económicas en sus 
relaciones político-económicas con otros Estados. En la mayoría de las ocasiones vemos 
cómo las potencias utilizan sus fuerzas armadas para defender sus intereses particulares. Es 
decir, en aras de la seguridad nacional defienden los intereses de las grandes corporaciones 
de su propio país. A tal efecto, solo cabe observar cómo actúan EEUU, Rusia, China, Francia, 
Reino Unido o Australia en la geopolítica mundial y se puede observar cómo cuando las 
presiones políticas no son suficientes para conseguir sus objetivos 
políticos/económicos utilizan la fuerza mediante intervenciones militares para así doblegar las 
resistencias de los países que no se avienen a sus exigencias. 

Se señala a las grandes potencias porque son estas las que condicionan el incesante aumento 
del gasto militar mundial debido a las presiones que ejercen sobre los países que forman parte 
de sus alianzas, como es el caso de EEUU sobre sus aliados dentro de la organización militar 
transnacional OTAN. Lo mismo ocurre con China y Rusia que aunque no tengan un organismo 
militar similar a la OTAN sí tienen acuerdos bilaterales entre ellos y con otros países en la 
Organización de Cooperación de Shanghái, o de la ASEAN, otro organismo político-económico 
del sudeste asiático auspiciado por EEUU, con los que pretenden hacer frente a las presiones 
político-militares de EEUU. 

Este aspecto es algo que se constata cuando se observa cómo año tras año aumentan los 
recursos de las capacidades militares de la mayoría de las grandes potencias y de sus países 
aliados. Así, de los últimos datos de que disponemos –año 2020– el gasto militar mundial 
según el SIPRI[2] aumentó un 2,6% respecto a 2019, alcanzando la enorme cifra de casi 
dos billones de dólares (1,981). Algo que contrasta con el descenso del PIB mundial para ese 
mismo año de un 4,4% debido a los efectos de la pandemia de la COVID-19. De ese enorme 
gasto militar, EEUU consume el 39%, 778.000 millones, y si se le suman los gastos militares 
de todos sus países socios en la OTAN, la cifra se dispara hasta alcanzar los 1,03 billones de 
dólares, que representa el 52% del total del gasto militar mundial. Los dos rivales estratégicos 
de EEUU, China y Rusia, se encuentran a una considerable distancia en gastos militares. 
China destina 252.000 millones de dólares y Rusia, 61.700 millones. 

Menciono estos datos para demostrar quién es más responsable en la escalada militarista, 
aunque esto, desde luego no disculpa a sus competidores que siguen el mismo camino de 
aumentar sus capacidades militares en una carrera de armamentos que solo vaticina conflictos 
y un mayor deterioro medioambiental del planeta. 

Coste de oportunidad 

Se han utilizado estos datos porque el gasto militar desde la economía crítica representa una 
pérdida de oportunidad para el desarrollo económico-social, pues si esos mismos recursos 
públicos en lugar de ser destinados a una economía ineficiente se dirigieran a la economía del 
ámbito civil, la real, la productiva, o a ámbitos sociales como la educación o la sanidad 
contribuirían mejor al desarrollo de la comunidad donde se llevan a cabo. 

Los argumentos de quienes han estudiado este desajuste,[3] aducen, que el gasto militar 
genera endeudamiento del Estado, a lo que añaden, que si esos recursos monetarios, de 
bienes de equipo, de conocimientos tecnológicos y de mano de obra que consumen los 
ejércitos y la producción de armamentos se destinaran a sectores civiles generarían mayor 
empleo, así como manufacturas y servicios más competitivos. Esto es debido a que las armas 



deben ser consideradas productos ineficientes porque no son bienes de consumo, ni tienen 
valor de cambio pues no entran en los circuitos de intercambio, es decir, en el mercado, 
convirtiéndose tan solo en bienes de uso para los Estados que son sus principales 
consumidores, pero sin valor social para la población. 

Un arma, como cualquier otro producto, en el proceso de producción necesita de inversiones 
en I+D y de capital, de otros productos manufacturados y de mano de obra asalariada. 
Entonces, la producción del arma beneficia tanto al trabajo como al capital (obrero y patrón), 
y entre ellos se producirá una conexión de intereses; el trabajador necesita el salario, el 
patrono desea extraer plusvalía del trabajo. Esto explica, cuando aparecen crisis, cómo los 
trabajadores de las industrias militares salen en defensa de sus puestos de trabajo sin tener en 
cuenta cuestiones humanitarias o de clase, ya que las armas que fabrican pueden ser 
utilizadas en guerras donde los obreros se enfrentarán entre sí rompiendo el principio de 
solidaridad internacional del que se supone deberían ser defensores, y donde, además, 
causarán un enorme sufrimiento a las poblaciones que padezcan las guerras. 

Esta descripción económica, desde un punto de vista keynesiano, como cualquier otra forma 
de trabajo, mejora la economía, pues el trabajo comporta salario y este favorece el consumo y 
el crecimiento de la economía. Sin embargo, no aportan ingresos al Estado a través de los 
impuestos, pues este no los paga. Este periplo económico que para los keynesianos es 
beneficioso para la economía, no lo es para la economía crítica (Melman, Leontief…), incluidos 
los partidarios del decrecimiento, que niegan a las armas su carácter benéfico debido a que al 
ser adquiridas por el Estado no tienen valor social al no circular por el mercado como la gran 
mayoría de los productos, pues, como ya se ha indicado, la ciudadanía no puede adquirir un 
avión de combate o un buque de guerra que solo adquieren los Estados, y tan solo una 
pequeña parte de las armas, las ligeras, pueden ser adquiridas por la población, con enormes 
restricciones en la mayoría de los países del mundo. 

Empero, aquí no se defiende el crecimiento económico per se, sino que debe entenderse que 
hay otros ámbitos de la economía donde los recursos destinados al armamentismo y al 
mantenimiento de los ejércitos pueden ser más beneficiosos para la sociedad sin necesidad de 
agravar la crisis ecológica que vive hoy el planeta. 

Esta consideración es pertinente si se tiene en cuenta el gran impacto medioambiental de 
las emisiones de CO2e que producen las fuerzas armadas y la producción militar. Así, desde 
el punto de vista de la huella ecológica, las emisiones gases de efecto invernadero (GEI) de los 
ejércitos son una de las causas más importantes del cambio climático, de la pérdida de 
biodiversidad y de la reducción de los recursos fósiles no renovables que alimentan la crisis 
ecológica, y que anuncian, si no se pone remedio, el colapso de la biosfera. 

Como ejemplos: la primera potencia militar mundial, EEUU, con sus casi dos millones de 
militares, su presencia militar en las más de 700 bases que tiene repartidas por todo el mundo 
y su participación directa en conflictos armados, entre 2010 y 2017 tuvo una media anual de 
emisiones de 527 millones de toneladas de CO2e, muy superior a la de países pequeños y 
algunos medianos [4]. Aunque a distancia de EEUU, la huella de carbono del sector 
industrial/militar y de las fuerzas armadas de los 27 países miembros de la Unión Europea en el 
año 2019 fueron estimadas de 24,8 millones de tCO2e[5], que equivalen a aproximadamente a 
las emisiones anuales de 14 millones de coches[6]. 

La dimensión económica del militarismo 

Una aclaración conceptual. El militarismo es una ideología que se da mayormente en el interior 
de las fuerzas armadas, aunque también en algunos ámbitos de la sociedad civil. Tiene como 
objetivo imponer la resolución de los conflictos mediante el uso de la fuerza militar y desestimar 
otros medios no cruentos. Su cometido principal es presionar al poder civil para que aumente 
las capacidades militares de los ejércitos, que siempre se traducen en aumentar la adquisición 
de armamentos, mejorar las infraestructuras y el adiestramiento de los militares. En el caso de 
España, ese militarismo tiene un añadido: la pervivencia en el interior de la estructura militar de 
la ideología antidemocrática de la dictadura franquista, que impregnó toda la estructura militar 
durante los cuarenta años de dictadura donde los militares gozaron de múltiples privilegios que 



aún persisten, y que a menudo reaparece en declaraciones públicas de algunos de sus 
miembros. 

Tal militarismo se puede constatar en el Estado español en el presupuesto del Ministerio de 
Defensa, con la adquisición de los grandes Programas Especiales de Armamentos (PEA). Los 
PEA tienen su aspecto más controvertido en lo referente a la necesidad de algunas de esas 
armas que no se justifican de acuerdo con las inseguridades que señala la Estrategia de 
Seguridad Nacional (ESN). 

Los PEA se iniciaron en 1996, año en el que el gasto militar del Estado español fue de 
12.551,7 millones de euros corrientes y que en 2022 será de 22.796 millones [7][8]. Estas cifras 
muestran un colosal incremento que en buena parte se debe a los enormes costes de los PEA 
mencionados. Igualmente, otro coste importante fue la profesionalización de las Fuerzas 
Armadas españolas a partir del año 2001, hecho que también abrió el paso a una mayor 
militarización, pues un ejército profesional es más corporativo e impulsará más enérgicamente 
que los valores castrenses se impongan con mayor fuerza en la sociedad. 

Pero volviendo a los PEA, desde su inició en 1996 hasta diciembre de 2021 alcanzan 33 
grandes programas con el colosal coste de 51.664 millones de euros. Unos programas que 
están destinados a dotar al ejército de potentes armas de última generación para enfrentarse a 
desafíos en lejanos escenarios, como así indica la Directiva de Defensa del Ministerio de 
Defensa de acuerdo con los compromisos que el Estado español contrae con organizaciones 
internacionales como la OTAN, la UE o compromisos bilaterales con otros países[9]. Los PEA 
no obedecen a las necesidades de la seguridad de la población, pues de acuerdo con lo que 
indica la ESN, España no tiene amenazas que los justifiquen y, entonces, solo satisfacen los 
intereses del complejo industrial militar español, que no son otros que los de los accionistas y 
ejecutivos de las industrias militares; los altos mandos militares, algunos de los cuales acaban 
entrando como ejecutivos en las empresas militares, o políticos ligados al Ministerio de 
Defensa que también se integran en las empresas militares[10]. 

De acuerdo con esas premisas, algunos de esos programas no deberían haberse llevado a 
cabo y otros deberían haberse reducido en número de manera considerable. Por ejemplo, los 
blindados de combate Leopardo, Pizarro, Centauro o los actuales Dragón tienen poca 
operatividad, pues no existe la percepción de que España se vea amenazada por una invasión 
exterior. Los blindados Leopardo, debido a su peso, no pueden ser transportados en otra de las 
estrellas de los programas PEA, los aviones A400M, adquiridos para transportar material y 
tropa a largas distancias, porque solo admiten un peso de 44 toneladas. Algo similar ocurre con 
otras armas, como los helicópteros Tigre y NH-90, el Obús de 155 mm, el avión de combate 
EF-2000 y el submarino S-80. Armas para ser desplazadas a largas distancias y que no 
aportan nada a la seguridad de la población española, pues su seguridad está relacionada con 
otras amenazas de ámbito social: falta de empleo, de vivienda y diversas coberturas sociales. 

Pero la militarización del presupuesto no solo se produce por los PEA; otro elemento a 
considerar son las propias fuerzas armadas, y no por el elevado número de militares que tiene 
el Estado español, 120.000, pues un ejército de reducido número lo podría ser igualmente. La 
militarización del ejército proviene de la Directiva de Defensa Nacional donde se enumeran 
cuáles son las amenazas a las que se debe hacer frente, a saber: preservar el medio ambiente 
frente al cambio climático, prevenir pandemias, desastres naturales, crisis humanitarias, 
ataques cibernéticos, migraciones masivas, crimen organizado, vulnerabilidad energética, 
inseguridad económica, terrorismo, proliferación de armas nucleares y hacer frente a posibles 
conflictos armados. A excepción del último, los conflictos armados, ante el resto de amenazas 
las fuerzas armadas nada pueden hacer para evitarlas. Aunque haya quien piense que sí frente 
al terrorismo, pero ya se ha demostrado que las fuerzas armadas nada pudieron hacer ante los 
ataques perpetrados en diversos lugares del mundo, ni en el 11S en 2001 ni tampoco en 
Atocha, Madrid, en 2011 ni en Barcelona en agosto de 2017. 

Entonces, el papel que juega el ejército en España, donde la posibilidad de una guerra entre 
Estados colindantes ha desaparecido y donde el ejército, desde el punto de vista de la 
seguridad, tiene una escasa o nula función, fuera de llevar a cabo acciones de emergencia 
frente a catástrofes naturales (tormentas, incendios, pandemias) –que no son su función, pues 
deberían estar a cargo de servicios civiles y no de un cuerpo militar–, el principal papel que 



desarrollan es dar apoyo fuera de las fronteras españolas a los compromisos adquiridos con la 
OTAN, la UE o la ONU, donde a lo sumo se despliegan no más de 3.000 militares y 
normalmente siempre equipados con un armamento de escaso potencial en supuestas 
misiones de paz. 

Entonces, ¿por qué no abordar en España una profunda revisión del ejército que rebaje su 
número y sus capacidades armamentísticas para ponerlas en sintonía con la realidad no solo 
geopolítica sino también con las necesidades de las poblaciones del entorno mediterráneo y 
europeo? Ello liberaría enormes recursos de capital que podrían destinarse a una economía 
más productiva y a necesidades más perentorias para las personas. Solo hay una respuesta: 
por la existencia del militarismo, tanto en el interior de la cúpula de los grandes partidos 
españoles, como en el interior de las fuerzas armadas. Las razones: los políticos, por una 
inercia que proviene de un pasado en el qué no se concibe un Estado-nación sin ejército; el de 
la cúpula militar, para mantener sus privilegios corporativos. Estos intereses combinados 
contaminan a la sociedad para que se mantenga un ejército sobredimensionado en número y 
capacidades militares, cuando la auténtica seguridad que precisa la población española está 
relacionada con aquellos otros aspectos que son vitales para la vida de las personas: el 
empleo, la vivienda, la salud, preservar el medio ambiente y las coberturas sociales. 

¿Gasto militar o desarrollo humano? 

Reinvertir el gasto militar en desarrollo humano es una antigua aspiración expresada en el 
segundo Informe de Desarrollo Humano (PNUD) de 1992, donde se señalaba que tras finalizar 
la Guerra Fría se estaba produciendo un descenso del gasto militar mundial y que si una 
parte, un 3% del total anual, se destinara a ayuda al desarrollo –entonces representaban 
50.000 millones de dólares anuales– a la vuelta de diez años, se podrían eliminar las enormes 
desigualdades existentes en el mundo, y, en especial, acabar con la pobreza que entonces 
afectaba a unos 1.000 millones de personas. Esta propuesta recibió el nombre de dividendos 
de paz. Es decir, que la voluntad expresada en el PNUD de 1992, hoy, con el gasto militar 
mundial actual y aplicando una igual disminución de un 3% anual y destinándola a desarrollo 
humano de los países empobrecidos se podrían liberar 60.000 millones de dólares para 
destinarlos a eliminar las desigualdades más perentorias de los países empobrecidos. En 
especial, se podría acabar con el hambre, que en 2021 afecta a unos 811 millones de 
personas, y desarrollar la educación y una sanidad suficientes para que sus economías 
mejoraran. 

Otra cuestión. La crisis financiera iniciada en 2008 permitió la disminución de los gastos en 
defensa en la mayoría de los países del mundo occidental. Por ejemplo, EEUU disminuyó en 
dólares corrientes su presupuesto en defensa de 752.288 millones en 2011 a 633.830 en 2015. 
Y España también lo redujo, pasando de 19.418 millones en euros corrientes en 2008, a 
16.861 millones en 2016[11]. Si eso fue posible debido a la crisis financiera, ahora con la crisis 
económica producida por la pandemia de la COVID-19 y con el desafío de hacer realidad los 
acuerdos ODS (Objetivos de Desarrollo Sostenible) para 2030, aprobados por toda la 
comunidad internacional, que para alcanzarlos tan solo se debería persistir en el camino de 
disminuir el gasto militar, en especial el de las grandes potencias y el de sus países aliados 
para convertir los dividendos por la paz en una realidad. 

Unos dividendos de paz que se conseguirían mediante la reducción en adquirir armamentos y 
del número de efectivos militares. Desde luego no se trata de dejar sin empleo a los militares 
obligados a dejar el ejército o a los trabajadores de las industrias militares; existen múltiples 
ejemplos de conversión del sector militar industrial al sector civil, como también de reintegrar en 
el cuerpo estatal de funcionarios a los militares. Esto, además, contribuiría a reducir carreras de 
armamentos entre países e impedir posibles nuevos conflictos armados. Entonces saldríamos 
ganando en medio ambiente, habría mayor empleo y más recursos para desarrollo humano. 
Esa posibilidad existe, y, como siempre, tan solo es cuestión de voluntad política por parte de 
los gobiernos. 
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